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JORNADA DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

CONCLUSIONES GENERALES DEL DEBATE SOBRE  

CIERRE DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN VASCOS  

 

I. 

La libertad de expresión es piedra angular de una sociedad democrática. Como 

derecho fundamental individual y colectivo, el derecho a recibir cualquier 

información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno forma parte del 

contenido esencial del derecho a la libertad de expresión y así se reconoce en 

el artículo 10 del Convenio Europeo de Derechos Humanos y en el artículo 20 

de la Constitución. 

II. 

El derecho a la libertad de expresión no es un derecho absoluto y debe 

compatibilizarse en su reconocimiento y ejercicio con el de otros derechos 

fundamentales. La trascendencia de la libertad de expresión en una sociedad 

democrática lleva a que, de manera generalizada, la normativa internacional y 

europea, al tiempo que reconoce la libertad de expresión, únicamente autorice 

su restricción de modo excepcional, por motivos muy graves y siempre con 

estricto respeto no sólo del principio de legalidad, sino igualmente de los de 

necesidad y proporcionalidad (arts. 10,2 y 15 CEDH y art. 20 CE).  

III. 

En el marco de esa excepcionalidad y con estricto respeto de esos mismos 

principios, las intervenciones preventivas o cautelares no son incompatibles 

con el reconocimiento de los derechos fundamentales, pero, por su propia 

naturaleza, la extensión de su aplicación y límites se encuentran sometidos a 

estricta supervisión por parte de los más altos tribunales. Esto debe subrayarse 

especialmente en el caso de los medios de comunicación y publicaciones, para 

los que la censura previa constituye un ataque particularmente intolerable para 

la libertad de expresión, encontrándose por ello prohibida por el artículo 20 de 

la Constitución.  

Son criterios rectores de esta actuación para el Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos:  



Donostia-San Sebastián, 5 noviembre 2007 

2 

- Legalidad: la ley debe autorizar claramente la medida e indicar de manera 

precisa cuándo y cómo se pueden limitar de forma preventiva o cautelar 

los derechos, de modo que el ciudadano pueda prever con antelación no 

sólo la aplicabilidad de la medida cautelar sino también su alcance. 

- Necesidad: que la medida no sólo sea idónea para evitar la continuación o 

perpetración de hechos delictivos sino que también sea la menos 

restrictiva de los derechos fundamentales entre todas las posibles. 

- Proporcionalidad: que, a la vista de las consideraciones anteriores, la 

medida a adoptar resulte de una ponderación completa de los derechos e 

intereses en juego. 

IV. 

En el caso que se nos somete a valoración -esto es, el cierre de los medios de 

comunicación Egin, Egin Irratia y Euskaldunon Egunkaria-, los problemas 

surgen por el cierre de los medios de comunicación resultado de la aplicación 

como medida cautelar de la consecuencia accesoria prevista por el art. 129 CP. 

Prescindiendo de otras posibles consideraciones de legalidad, la medida 

cautelar de cierre de un medio de comunicación supone el sacrificio del 

derecho fundamental a la libertad de expresión, tanto en su vertiente individual 

como desde el prisma colectivo, esto es, como el derecho a recibir cualquier 

información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno.  

La innecesariedad de esta medida era ya discutible en el momento mismo de 

su imposición, cuando existían otras alternativas de intervención cautelar que 

no llevaban consigo la interrupción de la actividad del medio de comunicación.  

En cuanto a la falta de proporcionalidad de la medida cautelar, el cierre, 

aunque teóricamente temporal, supone en la práctica (y no sólo por su 

desmedida duración) una negación definitiva del derecho constitucional a la 

libertad de expresión, lo que constituye una vulneración de los arts. 10 y 15 del 

CEDH y del art. 20 de la Constitución. 

Por si no fuera poco lo anterior, es de subrayar la falta de cobertura 

constitucional de la aplicación del artículo 129.2 CP a unos medios de 

comunicación. La Constitución de 1978, más garantista en este punto que el 

CEDH, sólo habilita la suspensión del derecho a libertad de información y de 

expresión en supuestos de estado de excepción o de sitio (art. 55.1) y no en los 
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casos de terrorismo (art. 55.2). La falta de habilitación constitucional del cierre 

de medios de comunicación fue ratificada ya por el Tribunal Constitucional en 

su sentencia 199/1987, la cual entendió que la medida de cierre provisional del 

medio de difusión prevista por la L.O.9/1984 para casos de terrorismo 

supondría una limitación del contenido esencial de los derechos reconocidos en 

el art. 20 de la Constitución, o una suspensión de los mismos, algo para lo que 

el legislador no está habilitado por el art. 55.2 de la Constitución.  

 

Por ello, la aplicación del artículo 129.2 del CP para proceder al cierre cautelar 

de medios de comunicación Egin, Egin Irratia y Euskaldunon Egunkaria :  

1º Viola el art. 20 de la Constitución por implicar como consecuencia 

práctica una auténtica suspensión del derecho fundamental a la libertad de 

prensa, un derecho no suspendible salvo en supuestos de estado de 

excepción y sitio (art. 55.1 de la Constitución). 

2º Viola los artículos 10 y 15 del CEDH por su carácter desproporcionado al 

existir otras medidas menos gravosas y traducirse en la práctica en la 

disolución de unos medios que no podrán volver a ver la luz con 

independencia del resultado final de los procesos penales en los cuales se 

ha adoptado la medida.  

 

Lo que se concluye sin perjuicio del respeto debido a las decisiones 

judiciales y de la necesaria defensa de los ciudadanos por parte del Estado 

frente al terrorismo en un marco constitucional democrático.  
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Explicación: Jornada organizada por la Dirección de Derechos Humanos de 
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- Kai Ambos (Universidad de Göttingen, Alemania) 
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